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INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre erradicación de personas menores de edad de establecimientos penitenciarios de adultos.


‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros, en segundo trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, y que ha sido calificado de “Simple Urgencia”.

A la sesión en que se debatió el proyecto asistieron, especialmente invitados, la señora Ministro de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, el Jefe de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado, don Rodrigo Quintana Meléndez, y la asesora jurídica de esa Cartera, doña Amira Esquivel Utreras.

ANTECEDENTES

Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presente, entre otros, los siguientes antecedentes:

A. 
Convenciones
Internacionales

ratificadas por Chile:

A.1a).- La Convención sobre Derechos del Niño, promulgada por decreto supremo N°830, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 27 de septiembre de 1990.

En su artículo 37, letra c), consagra el compromiso de los Estados Partes de velar por que todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. “En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño”, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales.

A.1.b).- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, promulgado por decreto supremo N° 778, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.

En su artículo 10°, N° 2, letra b), expresa que “los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor :celeridad posible para su enjuiciamiento Agrega, en él N° 3, que “los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.

A.1.c) La Convención Americana sobre

Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de

Costa Rica”, promulgada por decreto supremo N° 873, de

Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial

de 5 de enero de 1991.

En su artículo 5, N°5, expresa que “cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos, y llevados ante tribunales especiales, con la mayor celeridad posible para su tratamiento .“.

A.2.- Legislación Interna.

A.2.a).- La ley N°16.168, que fijó el texto definitivo de la Ley de Menores.

En el artículo 16 establece que los menores de dieciocho años sólo pueden ser retenidos en las Comisarías o Subcomisarías de Menores o en los establecimientos que determine el Presidente de la República en el reglamento. Advierte que, si se retuviere a una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados, en los lugares en que los hubiere, el jefe respectivo será sancionado con la medida disciplinaria de suspensión de su empleo por treinta días, sanción que, en caso de reincidencia, será de tres meses, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda incurrir.

Agrega que la Policía de Menores deberá entregar a los menores dentro de las 24 horas siguientes, a la Casa de Menores respectiva o al establecimiento indicado en el reglamento, salvo que hayan cometido una mera infracción y se compruebe que viven en hogares regularmente constituidos, en cuyo caso serán devueltos a sus padres o guardadores, notificándoles la infracción cometida.

Concluye este artículo señalando que los menores detenidos por el Servicio de Investigaciones deberán ser trasladados de inmediato a los mismos lugares señalados anteriormente.

El artículo 29 contempla las medidas que puede aplicar el Juez de Letras de Menores. Ellas son: devolver el menor a sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, previa amonestación; someterlo al régimen de libertad vigilada; confiarlo, por el tiempo que estime necesario, a los establecimientos especiales de educación que la misma ley señala; o confiarlo al cuidado •de alguna persona que se preste para ello, a fin de que viva con su familia, y que el juez considere capacitada para dirigir su educación, caso en el cual quedará además sometido al régimen de libertad vigilada.

El artículo 51 expresa que, en el asiento de cada Juzgado de Letras de Menores, habrá un establecimiento que se denominará Casa de Menores, destinado a recibirlos cuando sean detenidos o deban comparecer ante el juez, y que desempeñará también las

funciones de centro de observación, tránsito y distribución.

Las Casas de Menores tendrán dos secciones separadas: en una de ellas ingresarán los menores que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen, simple delito o falta, permaneciendo allí hasta que el juez resuelva acerca de su discernimiento o adopte una resolución a su respecto; en la otra, que se denominará Centro de Observación, Tránsito y Distribución, ingresarán los menores que sólo necesiten asistencia y protección, debiendo permanecer en ella mientras se adopte alguna medida que diga relación con ellos.

El artículo 2° transitorio faculta al Presidente de la República para designar los establecimientos que harán las veces de Casas de Menores donde no las hubiere.

A.2.b).- El Código de Procedimiento Penal, artículo 347 bis A.

Establece que, en ningún caso, la declaración acerca de si el menor ha obrado o no con discernimiento prevista en la ley de Menores, podrá ser demorada más de 15 días, aunque el juez no hubiere recibido los informes, caso en el cual prescindirá de ellos.

Añade que la internación del menor con estos fines será considerada privación de libertad para todos los efectos legales y no impedirá al juez del crimen otorgarle la excarcelación, si fuere procedente de acuerdo a las reglas generales.

A.2.c).- El decreto con fuerza de ley N°1.385, del Ministerio de Justicia, de 1980.

En su artículo 4° considera las modalidades de atención al menor que otorgan las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, para los efectos de determinar los montos de subvención que ellas han de recibir.

Estas modalidades son diez, a saber: a)

observación, tránsito y diagnóstico; b) prevención; c)

protección simple; d) protección de deficientes leves y

moderados; e) protección de deficientes leves y

moderados diurna; f) rehabilitación conductual y

psíquica; g) rehabilitación conductual o psíquica

diurna; h) libertad vigilada, e i) colocación familiar.

En lo que interesa, cabe señalar que la modalidad de observación, tránsito y diagnóstico es definida.como el conjunto de “funciones que se realizan en establecimientos destinados a recibir a los menores cuando son detenidos o deben comparecer ante el juez. La permanencia de los menores es transitoria y dura mientras se diagnostica su situación y se adopta y concreta alguna medida que diga relación con ellos.”

En el articulo 5° del mismo cuerpo legal se asigna el monto unitario diario de subvención por cada menor atendido -expresado en fracciones de unidad tributaria mensual-, según sea la modalidad asistencial que corresponda, de acuerdo al artículo anteriormente reseñado.

8.-
ANTECEDENTES DE HECHO.

En el Mensaje con que acompañó el proyecto, 5. E. el Vicepresidente de la República hizo presente que el Supremo Gobierno ha fijado como uno de sus objetivos prioritarios la adecuación de la legislación y la práctica judicial y administrativa tanto a nuestra Carta Fundamental como al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y en dicho objetivo se inscribe la preocupación por la presencia de menores de edad en establecimientos penitenciarios de adultos.

Sostuvo que el problema de los niños internados y privados de libertad en cárceles que jamás estuvieron destinadas a albergar a personas en pleno proceso de desarrollo moral, físico y psicológico, posee dimensiones que justifican la modificación de las normas legales que rigen la materia, toda vez que éstas han demostrado ser insuficientes para impedir el uso indiscriminado de este recurso, que nuestro ordenamiento jurídico reserva casi exclusivamente a aquellas personas que han infringido la legislación penal, y que se encuentran procesadas o condenadas como consecuencia de sus actos delictuales.

Agregó que, según estadísticas proporcionadas por el Servicio Nacional de Menores, sobre la base de la información emañada de Gendarmería de Chile, entre el 1° de agosto de 1993 y el 31 de marzo de 1994, se registraron 4.241 ingresos de personas menores de edad en establecimientos penitenciarios de adultos. De éstas, dieciséis tenían entre 1 y 6 años de edad; ciento cincuenta y tres alcanzaban una edad que mediaba entre 7 y 11 años; mil doscientos treinta y cinco tenían entre 12 y 15 años, y dos mil setecientos treinta y nueve jóvenes tenían entre 16 y 17 años de edad. De las cifras antes indicadas, se deriva que el 31%, aproximadamente, de las personas menores de edad que ingresaron a establecimientos penitenciarios de adultos, tenía entre 7 y 15 años, y en consecuencia, eran inimputables ante nuestra legislación penal.

Destacó S.E. que el 44% de los menores privados de libertad sólo permaneció entre uno y cinco días en el establecimiento penitenciario, lo que evidencia el carácter innecesario de tal privación de libertad, e hizo notar que, en todo caso, la cifra de menores que diariamente permanece en las cárceles asciende a aproximadamente 350 personas.

Manifestó que el solo hecho que un número de niños y jóvenes como el indicado permanezca privado de libertad en recintos penitenciarios de adultos, ya justifica una acción decidida de los diversos Poderes del Estado, dirigida a solucionar de manera definitiva el problema, pero ésta se hace aún más imperiosa si se considera que un número importante de los niños afectados son inimputables de acuerdo con nuestra legislación penal, y en consecuencia no pueden ser objeto de sanciones privativas de libertad.

Adujo que diversas normas internacionales consagran el principio de la separación entre los menores de edad y los adultos que se encuentran privados de libertad, como es el caso de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ambos ratificados por nuestro país.

Concluyó S.E. expresando que, por las razones expuestas, ha estimado necesario proponer el presente proyecto de ley, en el que se modifican diversas normas, tanto de la Ley de Menores como del Código de Procedimiento Penal, a través de las cuales se busca evitar el ingreso de menores de edad a recintos penitenciarios, y del mismo modo, restringir las posibilidades de privación de libertad exclusivamente a aquellos casos en los que existan infracciones de ley susceptibles de ser sancionadas.




----

DISCUSION GENERAL

En la sesión en que se debatió el proyecto, la señora Ministra abundó en mayores consideraciones sobre los fundamentos que motivaron al Ejecutivo para enviar el proyecto de ley. Añadió que, en lo personal, en las numerosas visitas que ha realizado a las cárceles del país, le ha tocado presenciar situaciones impactantes como es la presencia de menores de siete o de nueve años en cárceles de adultos, los que han sido enviados allí a pesar de instrucciones expresas de la Excma. Corte Suprema al respecto.

Señaló que se registran permanentemente ingresos a estos recintos, no sólo de menores que no han cometido hechos constitutivos de delitos, sino que también de menores en estado de abandono o que necesitan protección, y que incluso son inimputables penalmente.

Precisó que la finalidad esencial del proyecto es prohibir que los menores ingresen a establecimientos penitenciarios de adultos. Esto se complementará con la labor que el Ministerio desarrolla en orden a la formación de grupos de trabajo en regiones, integrados entre otras personas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia y un representante del Servicio Nacional de Menores, que estudian las condiciones de los establecimientos existentes, a fin de ilustrar a los jueces de menores acerca de los lugares hacia dónde pueden enviar a los menores, según su necesidad.

Coincidieron en la apreciación de la señora Ministro los HH. Senadores miembros de la Comisión, y algunos de ellos relataron experiencias personales de visitas realizadas recientemente en regiones, en que pudieron constatar la presencia de menores internados en cárceles de adultos, lo que juzgaron altamente perjudicial para su formación. Plantearon su preocupación por el exiguo monto de las subvenciones que se otorga a los establecimientos que atienden a menores, que son en su gran mayoría privados.

La señora Ministra respondió que se están estudiando los montos de las subvenciones para adecuarlas a los costos reales de las prestaciones. Puso a disposición de la Comisión diversos cuadros estadísticos elaborados por el Servicio Nacional de Menores, en el contexto del “Programa de Erradicación de Menores de las Cárceles”, en los que se reflejan los recursos disponibles y las medidas que se dispondrán para crear o, en su caso, adecuar los establecimientos al mandato de esta ley.

 Sometido a votación el proyecto, fue aprobado en general por unanimidad, por los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y  Zaldívar.




---

DISCUSION PARTICULAR

El proyecto consta de tres artículos permanentes y uno transitorio.

Artículo 1°

Introduce cinco modificaciones contenidas en otras tantas letras- a la Ley N°16.618, que fija el texto defininitivo de la Ley de Menores:

Letra a)

Sustituye el artículo 16, explicitando que los lugares en que pueden ser retenidos los menores de dieciocho años sólo son las Comisarías o Subcomisarías de Menores, los Centros de Diagnóstico, Tránsito o Distribución, los Centros de Observación o Diagnóstico, y, en aquellos lugares en que estos últimos no existan, los establecimientos que haya determinado el Presidente de la República mediante decreto supremo.

Por otro lado, dispone que se aplique la medida disciplinaria de suspensión del empleo, por

treinta días, al jefe de un establecimiento distinto de los señalados, que retuviere a una persona visiblemente menor. En caso de reincidencia, tal sanción se aumentará a tres meses.

Asimismo, se dan reglas generales sobre la forma de proceder con los menores retenidos o detenidos. Si han sido inculpados de la comisión de un crimen o simple delito, la Policía dé Menores deberá ponerlos inmediatamente a disposición del juez competente, y sólo cuando ello fuere imposible, los ingresarán al Centro de Observación y Diagnóstico respectivo. En caso de que hayan sido detenidos por otra causa, se devolverán a sus padres o guardadores, notificándoles el motivo de la detención. Si se tratare de una falta, serán citados al tribunal.

Estas disposiciones serán aplicables a la Policía de Investigaciones, la cual sólo podrá detener a los menores en los casos anteriores y siempre que sea imposible ponerlos a disposición del juez.

El artículo propuesto fue objeto de diversos cambios en la Comisión. Se tuvo presente, por un lado, que el concepto de “retención” que utiliza actualmente la Ley de Menores, y que se sugiere mantener en el proyecto, ha sido entendido en un concepto amplio, comprensivo de la “detención”, esto es, la aprehensión de un menor por haber cometido hechos constitutivos de crimen, simple delito o falta, y de la acción de “recoger” al menor en situación irregular que necesita asistencia o protección, función que encarga expresamente dicho cuerpo legal, en su artículo 15, letra a), a la Policía de Menores.

Por tal razón, en el inciso quinto, cuando se refiere a la existencia de “otra causa”, distinta de la comisión de un crimen o simple delito, la Comisión prefirió hablar de menor “retenido” en lugar de “detenido”, toda vez que se quiere aludir precisamente a menores que son recogidos por funcionarios policiales con finalidades de protección.

Por otra parte, respecto de los establecimientos en que pueden ser retenidos los menores, se adecuó la denominación de los centros especializados a los cambios que se estimó necesario introducir a la definición de los mismos, contenida en el artículo 51 de la ley, que se modifica mediante la letra c) del artículo 1° en comentario.

En relación con la misma materia, se recibieron antecedentes de los señores representantes del Ejecutivo en el sentido de que los establecimientos que señalará el Presidente de la República mientras entran en funcionamiento todos los Centros de Observación y Diagnóstico necesarios, serán secciones especiales de los Centros de Detención Preventiva. Sobre esa base, se estimó inapropiado que menores inimputables penalmente permanezcan en dichos recintos, porque deberían ser enviados a un Centro de Tránsito y Distribución. Se precisó, por consigüiente, que tales establecimientos supletorios de los Centros de Observación y Diagnóstico sólo recibirán a los menores que tengan entre 16 y 18 años, esto es, los que pudieren ser sometidos a examen de discernimiento.

Al estudiar el inciso segundo propuesto, referido a la sanción aplicable al jefe de un establecimiento que admite en él a una persona visiblemente menor, se estimó preferible no mencionar

expresamente una medida disciplinaria determinada. Ello, por cuanto, de acuerdo a las reglas generales sobre responsabilidad administrativa, las medidas disciplinarias se imponen tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida y las circunstancias atenuantes o agravantes que arroje el mérito del proceso administrativo correspondiente, Además, se consideró que la suspensión del empleo es una medida que ya no está contemplada en el actual Estatuto Administrativo,-a diferencia de la situación vigente a la época de dictación de la Ley de Menores, en que la consultaban los artículos 177, letra d) y 181 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960-, por lo que se juzgó preferible dejar esta materia entregada a la aplicación del régimen estatutario a que esté sometido el funcionario infractor. Con todo, a fin de enfatizar el reproche legal que merece ese quebrantamiento del deber funcionario, e impedir que se disponga una medida disciplinaria de aquellas contempladas en la pafle más baja de la escala de sanciones, se resolvió atribuirle carácter de infracción grave.

La Comisión discutió la conveniencia de hacer referencia expresa a la Policía de Menores en el inciso tercero, ya que, aún cuando es la unidad especializada en la materia de Carabineros de Chile, y está consagrada en esos términos en el artículo 15 de la Ley de Menores, carece de infraestructura en la mayoría de las ciudades del país. Por tal motivo, estimó suficiente la mención de Carabineros de Chile.

Los incisos finales del artículo, relativos a los menores retenidos por una causa distinta de la comisión de un crimeno simple delito, o por una falta, y la aplicación a la Policía de Investigaciones de las reglas dadas para Carabineros,

fueron objeto de cambios de diversa íñdole.

Se optó, para seguir la hilación lógica del artículo, hablar en primer término de los menores que incurren en falta. Respecto de ellos, se adecuaron las reglas generales del Código de Procedimiento Penal, en el sentido de que basta la citación al juzgado, siempre que el menor tenga domicilio conocido, ejerza alguna actividad o industria, o se rinda caución de que comparecerá a la presencia judicial.

En seguida, se dispone que, si el menor ha sido retenido por causa distinta de la comisión de crimen, simple delito o falta, se notificará el motivo a sus padres y guardadores y les será devuelto. Consideró oportuno la Comisión ponerse en el caso de que el menor no tuviese padres y guardadores y fuese evidente la necesidad de brindarle asistencia o protección, y, en tal evento, la policía habrá de ponerlo a disposición del juez de menores, para que éste adopte las medidas que correspondan.

Finalmente, y teniendo en cuenta que no corresponde a la Policía de Investigaciones la función de recoger menores con fines asistenciales, se le hace aplicable, en los mismos términos, las disposiciones aprobadas para Carabineros de Chile en lo tocante a los menores que sean detenidos como consecuencia de la comisión de un hecho constitutivo de crimen, simple delito o falta.

- La Comisión con las modificaciones señaladas, acordó aprobar esta letra por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores presentes, señores Díez, Fernández, Larraín y Zaldívar.

Letra b)

Agrega un inciso al artículo 29, estableciendo una prohibición absoluta para el juez de decretar el ingreso de un menor a un establecimiento penitenciario de adultos.

A este artículo se añadirá también un inciso en virtud de otro proyecto de ley que se encuentra en trámite de promulgación, por lo que la Comisión resolvió precisar que la norma que se introduce por el proyecto en informe constituirá el inciso final. A la vez, para enfatizar el mandato prohibitivo que en ella se contiene, prefirió trasladar la expresión “En caso alguno” al comienzo de la disposición.

 Con las modificaciones referidas, la letra se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Larraín y Zaldívar.

Letra c)

Propone reemplazar el artículo 51, relativo a las Casas de Menores, en el sentido de que funcionen mediante dos centros totalmente independientes y autonómos entre sí. En uno de ellos, que se llamará Centro de Observación y Diagnóstico, ingresarán los menores que hayan cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, mientras el juez adopta una resolución a su respecto o se determina su discernimiento. El otro, llamado Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, atenderá a los menores que necesiten diagnóstico, asistencia y

protección, mientras se adopte una medida que diga relación con ellos.

Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que el propósito de esta disposición es restringir al máximo las órdenes judiciales de ingreso de menores a los Centros de Observación y Diagnóstico, a fin de que se dispongan para los Centros de Diagnóstico, Tratamiento y Distribución. En ese sentido, apreciaron que, incluso en algunos casos, como es el de aquellos menores que, aunque hayan cometido hechos constitutivos de crímenes o simples delitos, no deban ser privados de libertad de acuerdo a las reglas generales del Código de Procedimiento Penal, se justificaría que el juez pudiera disponer su ingreso al Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución.

La Comisión estimó que las denominaciones propuestas para estos Centros no es lo suficientemente clara, por la repetición en ambos de la palabra “diagnóstico”, que, aunque responde a una función que se cumple en los dos, induce a equívocos. Por ello acordó suprimirla en el nombre del Centro de Diagnóstico, Tránsito y Distribución. Al mismo tiempo, se decidió invertir el orden en que aparecen mencionados los Centros, de modo que aparezca primero el que constituirá la regla general de ingreso de menores para brindarles diagnóstico, asistencia y protección, -incluso, si el juez lo estima conveniente, a aquellos que han cometido hechos delictivos pero no procede privarlos de libdrtad-, y en segundo lugar el destinado a acoger a quienes han cometido crímenes o simples delitos.

- Con los cambios antedichos, la

Comisión resolvió aprobar por unanimidad esta letra, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Zaldívar.

Letra d)

Recomienda agregar un artículo 71, nuevo, mediante el cual se faculta al Presidente de la República para determinar, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia, los Centros de Observación y Diagnóstico, los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, y los establecimientos en que podrán ser internados los menores en aquellos lugares en que no existieren Centros de Observación y Diagnóstico, así comó la localización de todos ellos. Este decreto tendrá carácter permanente, debiendo ser actualizado cada vez que se produzcan hechos que importen un cambio respecto de dichos centros y establecimientos.

La Comisión adecuó este artículo a los acuerdos adoptados anteriormente respecto de los Centros y establecimientos en que pueden ser internados los menores, y suprimió el inciso final, por cuanto las características de permanencia es propia de todo reglamento -naturaleza jurídica que tendrá tal decreto supremo-, y pudiese entenderse que la obligatoriedad de actualización pugna con la libertad de ejercicio, derivada de su origen constitucional, de la potestad reglamentaria del Presidente de la República.

- Con las modificaciones aludidas, la letra fue aprobada por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior.

Letra e)


Sugiere
derogar
el
artículo
2°

transitorio, que facultaba al Presidente de la República para designar los establecimiento que harán las veces de casas de menores en los lugares donde no las hubiere.

- La Comisión estuvo de acuerdo con la derogación propuesta, por ser consecuencia de las modificaciones a la ley contenidas en las letras precedentes, por lo que resolvió aprobar por unanimidad esta letra, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Zaldívar.

Artículo 2°

Sustituye el inciso final del artículo 347 bis A del Código de Procedimiento Penal, a fin de precisar que la internación del menor sólo puede disponerse en aquellos casos en que la ley lo contemple, y que, no obstante que el trámite de discernimiento se encuentre pendiente, el juez del crimen deberá otorgarle la excarcelación, si ésta fuere procedente conforme a las reglas generales.

La modificación propuesta solamente pretende dejar más explícita la circunstancia de que el trámite de discernimiento no afecta a la obligación del juez de otorgar la excarcelación al menor, en el caso de que corresponda hacerlo de acuerdo a las reglas generales.

 Sometido a votación, el artículo fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 3°

Introduce tres modificaciones al decreto con fuerza de ley N°1.385, de 1980, que establece el régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.

La letra a) reemplaza la letra a) del artículo 4° por otra que define los Centros de Observación y Diagnóstico.

La letra b) intercala una nueva letra b) al mismo artículo 4°, y cambia la denominación de las actuales letras b) y siguientes a letras c) y siguientes. La nueva letra b) describe los Centros de Diagnóstico, Tránsito y Distribución, y señala que el monto de la subvención para este tipo de establecimientos y el de Observación y Diagnóstico será el mismo.

La letra c) suprime en la letra a) del artículo 5° del mismo cuerpo legal, que fija el monto diario de subvención para el sistema asistencial de Observación, Tránsito y Diagnóstico, la palabra “Tránsito”.

La Comisión, teniendo presente los acuerdos adoptados sobre la denominación de los Centros de Menores, decidió aprobar las normas propuestas, pero modificando el orden y la denominación de ellos en las

letras a) y b) del artículo, de modo que haya concordancia con los cambios introducidos a la Ley de Menores en el artículo 1º.

- El acuerdo antedicho fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HE. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Zaldívar.

Artículo Transitorio

Determina la entrada en vigencia de la ley en un plazo de 60 días, contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Atendidos los acuerdos precedentes, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar el proyecto de ley de la E. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Articulo 1°
Letrá aj
Inciso primero
Reemplazar las frases “en un Centro de Diagnóstico, Tránsito o Distribución, en un Centro de

Observación o Diagnóstico o, en aquellos lugares en que estos últimos no existan” por los siguientes:

“en un Centro de Tránsito y

Distribución, en un Centro de Observación y Diagnóstico

o, en aquellos lugares en que estos últimos no existan

y sólo tratándose de menores que pudieren ser sometidos

a examen de discérnimiento”.

Inciso segundo
Sustituirlo por el siguiente:

“La retención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción grave a dicha obligación funcionaria, y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.”

Inciso tercero
Cambiar la frase “La Policía de Menores” por “Carabineros de Chile”.

Inciso quinto
Reemplazarlo por los dos incisos que se indican a continuación:

“Si se tratare de una falta, y el menor

tuviera domicilio conocido, o ejerciere alguna actividad o industria, o rindiere caución, en la forma prevista por el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, de que comparecerá a la presencia judicial en la audiencia inmediata, se limitará a citarlo y lo dejará en libertad.

Tratándose de un menor que hubiere sido retenido por otra causa, notificará el motivo a sus padres o guardadores y procederá a devolvérselos. Si no los tuviese, y apareciere de manifiesto la necesidad de brindarle asistencia o protección, lo pondrá a disposición del juez de menores, para que éste resuelva a su respecto la medida que proceda.”

Inciso final
Sustituirlo por el que sigue:

“Las disposiciones contenidas en los incisos tercero, cuarto y quinto precedentes serán aplicables a la Policía de Investigaciones.”

Letra b)

Reemplazar en su encabezamiento la palabra “inciso” por “inciso final”.

Sustituir en el nuevo inciso del artículo 29 las oraciones “El juez de letras de menores no podrá ordenar, en caso alguno,” por las siguientes:

“En caso alguno el juez’ de letras de menores podrá ordenar”.

Letrafl
Cambiar los incisos segundo y tercero del artículo 51 por los que se expresan en seguida:

“Uno de ellos, denominado Centro de Tránsito y Distribución, atenderá a los menores que requieran de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta alguna medida que diga relación con ellos.

El otro, que se denominará Centro de Observación y Diagnóstico, estará destinado a acoger a los menores que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, los que permanecerán en él hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento. Con todo, estos menores podrán ser atendidos en el Centro de Tránsito y Distribución, cuando no proceda su privación de libertad.”.

Letra d)

Sustituir las letras a), b) y c) por las siguientes:


“a)
Los
Centros
de
Tránsito
y

Distribución existentes, y su localización.


b)
Los
Centros
de
Observación
y

Diagnóstico existentes, y su localización.

c) Los establecimientos en que podrán ser internados los menorei que pudieren ser sometidos a examen de discernimiento, en aquellos lugares en que no existan Centros de Observación y Diagnóstico, y su localización.”

Eliminar el inciso final.

Artículo 3°
Reemplazar las letras a) y b) por las que se señalan a continuación:

“a) Reemplázase la letra a) del artículo 4°, por la siguiente:

“a) Tránsito y Distribución:

Está destinada a atender en forma transitoria, a los menores que requieren de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta una medida en relación con ellos.

El monto de la subvención para esta modalidad será el mismo que se establezca para la de Observación y Diagnóstico.”.

b) Intercálase, en el mismo artículo, la siguiente letra b), pasando las actuales a ser c), d), e), f), g), h), i) y j), respectivamente:

“b) Observación y Diagnóstico:

Está destinada a acoger, en forma transitoria, a los menores que hañ cometido hechos constitutivos de crimen y simple delito, hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento.”.”

En consecuencia, de conformidad con las modificaciones propuestas, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

a) Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente:

“Artículo 16.- Los menores de dieciocho años sólo podrán ser retenidos en las Comisarías o Subcomisarías de Menores, en un Centro de Tránsito y Distribución, en un Centro de Observación y Diagnóstico o, en aquellos lugares en que estos últimos no existan y sólo tratándose de menores que pudieren ser sometidos a examen de discernimiento, en algún establecimiento que determine el Presidente de la República, en conformidad con lo establecido en el artículo 71 de esta ley.

La retención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción grave a dicha obligación funcionaria, y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.

Carabineros de Chile deberá poner a los menores inculpados de haber cometido un hecho constitutivo de crimen o simple delito, directa e inmediatamente, a disposición del tribunal competente.

Sólo si ello fuere imposible, deberá ingresarlo al Centro de Observación y Diagnóstico respectivo dentro de las veinticuatro horas siguientes. El funcionario que lo reciba lo pondrá a disposición del juez con los antecedentes del caso, a primera hora de la audiencia más próxima o antes si éste así lo ordena.

Si se tratare de una falta, y el menor tuviera domicilio conocido, o ejerciere alguna actividad

o
industria, o rindiere caución, en la forma prevista por el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, de que comparecerá a la presencia judicial en la audiencia inmediata, se limitará a citarlo y lo dejará en libertad.

Tratándose de un menor que hubiere sido retenido por otra causa, notificará el motivo a sus padres o guardadores y procederá a devolvérselos. Si no los tuviese, y apareciere de manifiesto la necesidad de brindarle asistencia o protección, lo pondrá a disposición del juez de menores, para que éste resuelva a su respecto la medida que proceda.

Las disposiciones contenidas en los incisos tercero, cuarto y quinto precedentes serán aplicables a la Policía de Investigaciones.»,

b) Agrégase en el artículo 29 el siguiente inciso final:

“En caso alguno el juez de letras de menores podrá ordenar el ingreso de una persona menor de dieciocho años en un establecimiento penitenciario de adultos.”.

c) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Para los efectos de esta ley, podrán crearse Casas de Menores. Estas funcionarán a través de dos centros independientes y autónomos entre sí.

Uno de ellos, denominado Centro de Tránsito y Distribución, atenderá a los menores que requieran de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta alguna medida que diga relación con ellos.

El otro, que se denominará Centro de Observación y Diagnóstico, estará destinado a acoger a los menores que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, los que permanecerán en él hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva acerca de su discernimiento. Con todo, estos menores podrán ser atendidos en el Centro de Tránsito y Distribución, cuando no proceda su privación de libertad.”.

d) Agrégase el siguiente artículo nuevo:

“Artículo 71.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través

del Ministerio de Justicia, determinará:


a)
Los
Centros
de
Tránsito
y

Distribución existentes, y su localización.

b) Los Centros de Observación y Diagnóstico existentes, y su localización.

c) Los establecimientos en que podrán ser internados los menores que pudieren ser sometidos a examen de discernimiento, en aquellos lugares en que no existan Centros de Observación y Diagnóstico, y su localización.”.

e) Derógase el artículo 2° transitorio.

Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso final del artículo 347 bis A del Código de Procedimiento

Penal, por el siguiente:

“La internación del menor, cuando proceda con arreglo a la ley, será considerada privación de libertad para todos los efectos legales. El juez del crimen deberá otorgarle la excarcelación, si fuere procedente de acuerdo con las reglas generales, sin que constituya impedimento para hacerlo el hecho de no haberse efectuado o estar pendiente la declaración de discernimiento.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1.385, de Justicia, de 1980, que establece el régimen de subvenciones para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores:

a) Reemplázase la letra a) del artículo 4°, por la siguiente:

“a) Tránsito y Distribución:

Está destinada a atender en forma transitoria, a los menores que requieren de diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta una medida en relación con ellos.

El monto de la subvención para esta

modalidad será el mismo que se establezca para la de Observación y Diagnóstico.”.

b)
Intercálase, en el mismo artículo, la siguiente letra b), pasando las actuales a ser c), d), e), f), g), h), i) y j), respectivamente:

“b) Observación y Diagnóstico:

Está destinada a acoger, en forma transitoria, a los menores que han cometido hechos constitutivos de crimen y simple delito, hasta que el juez adopte una resolución a su respecto o resuelva -acerca de su discernimiento.”.

c)
Elimínase, en la letra a) del artículo 5°, la palabra “Tránsito”, y la coma (,) que le antecede,

Artículo transitorio.- Esta ley entrará

en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.”.

Acordado por la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en la sesión de fecha 2 de agosto de 1994, con asistencia de

• los ‘EH.
Senadores • señores
Sergio
Díez
Urzúa

(Presidente), Sergio Fernández Fernández, Hernán

Larraín Fernández, Ansdlmo Sule Candia y Adolfo

Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 10 de agosto de

1994.

